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r e s m e n 
El procedimiento sancionatorio ambiental establecido en Colombia le permite 
a los titulares de la potestad sancionatoria imponer a los infractores multas 
diarias hasta de 5.000 smlv; desde el punto de vista doctrinal se ha considerado 
que la multa debe cumplir un fin preventivo, y para lograrlo el monto debe ser 
lo suficientemente perjudicial como para lograr fines de prevención general e 
individual. Del mismo modo, según una de las metodologías definidas por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), para 
calcular las multas en materia administrativa ambiental se deben tener en 
cuenta diversos criterios que permitan individualizar la sanción, así como 
las particularidades de la infracción y del sujeto que ha violado la norma o 
ha generado un daño ambiental. Este documento procura identificar si el 
monto máximo de la multa es suficiente para lograr la efectividad del pro-
cedimiento sancionatorio y si los criterios dispuestos por la Resolución 2086 
de 2010 resultan idóneos para conocer la capacidad económica del infractor.
pa la b ra s  c la e 
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a b s t rac t 
The environmental sanction procedure established in Colombia allows the 
holders of the sanctioning power to impose daily fines of up to 5000 smlv 
on perpetrators. From the doctrinal point of view, it has been considered 
that the fine must fulfill a preventive purpose and to achieve it, the amount 
of the fine imposed on the offender must be sufficiently harmful to achieve 
general and individual prevention purposes. In the same way; according to 
one of the methodologies defined by the oecd to calculate fines in environ-
mental administrative matters, several criteria that allow individualization 
of the sanction should be taken into account, as well as the particularities 
of the infraction and the subject that has violated the law or has generated 
environmental damage. This document seeks to identify if the maximum 
amount of the fine is sufficient to achieve the effectiveness of the sanction-
ing procedure and if the criteria set forth in Resolution 2086 of 2010 are 
suitable to identify the offender’s economic capacity.
k eywo r d s 
Administrative environmental sanction procedure, Law 1333 of 2009, Re-
solution 2086 of 2015, effectiveness of the sanction, economic capacity of 
the offender, maximum payable amount.
i n t ro d  c c i  n
El derecho ambiental es esencialmente preventivo, así lo ha reconocido 
la doctrina que al unísono ha entendido que cuando se trata de lograr la 
protección de la naturaleza, la mejor vía es evitar a toda costa que lleguen 
a generarse afectaciones definitivas al entorno1; de igual manera, desde 
1 Para el caso de la doctrina europea ha de tenerse en cuenta que el artículo 17.2 del Tratado de 
la Comunidad Europea determina con precisión que la política de la Comunidad en materia 
ambiental se basa en los principios de cautela y acción preventiva, por tanto, siguiendo este eje 
normativo, la doctrina identifica a la acción preventiva como sustento; al respecto cfr. lópez ramón 
(2018), betancor rodríguez (201), ortega álvarez (2013), lozano cutanda (2005), ortega 
álvarez (2002), jiménez de parga y maseda (2001); no obstante, previo a la firma del Tratado, 
diversos autores, entre ellos jaquenod de zsogon (1991) y martín mateo (1977), ya referían 
al principio preventivo como central en el derecho ambiental. Para el caso latinoamericano, el 
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el derecho internacional del medio ambiente las principales declaraciones 
internacionales que conforman la base iusfilosófica de esta rama del ordena-
miento jurídico coinciden en demandar de los Estados la toma de acciones 
dirigidas a impedir que las acciones humanas lleguen a generar daños al 
medio ambiente2. 
Como principio característico del derecho ambiental, la prevención 
ordena que previamente al desarrollo de actividades que puedan llegar a 
generar un impacto ambiental significativo o importante, se analicen y tomen 
las medidas necesarias para que los riesgos identificados sean atendidos de 
manera tal que jamás lleguen a transformarse en daño. Este afán por evitar 
afectaciones al medio natural implica, igualmente, la aplicación del principio 
de precaución, que ordena actuar en favor del medio ambiente, a pesar de la 
falta de certeza científica sobre los riesgos que puedan amenazarlo3.
interés preventivo se desprende de los instrumentos internacionales y nacionales, y puede verse 
reflejado en los textos de lorenzetti (2011), mathus escorihuela (2006), andaluz west-
reicher (2006), aguilar e iza (2005), etc. En el campo colombiano, la importancia de procurar la 
evitación del daño ha sido estudiada  por briceño chávez (2017), rodríguez y vargas-chaves, 
(2017), garcía pachón y amaya navas (2015), entre otros.
2 Una revisión de las declaraciones que conforman el llamado “Canon de la civilización ecológica” 
(betancor rodríguez, 201) podría evidenciar este afán preventivo. Desde la Declaración de 
Estocolmo de 1972 ya se advertía la necesidad de evitar y combatir los riesgos que amenazan al 
medio ambiente, para el bien común de la humanidad y actuar inclusive a escala internacional para 
controlar, evitar, reducir y eliminar de manera eficaz los efectos nocivos generados en cualquier 
esfera y que puedan producir efectos negativos en el medio ambiente (N.U., 1972). Este carácter 
preventivo es reiterado por la Carta Mundial de la Naturaleza que ordena evitar las actividades 
que puedan causar daños irreversibles a la naturaleza y exige controlar las prácticas que puedan 
tener consecuencias sobre la naturaleza y utilizar las mejores técnicas disponibles con el fin de 
reducir al mínimo peligros graves para la naturaleza y cualquier efecto perjudicial (N.U., 1982); 
de igual manera, la Declaración de Río hizo llamados para que los Estados velaran porque las 
actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causaran daños al medio 
ambiente, incorporando el principio de precaución para exigir la toma de decisiones dirigidas a 
evitar daños al medio ambiente, incluso en aquellos casos en que exista falta de certeza científica 
sobre los riegos que lo amenazan (N.U., 1992).
3 El principio de precaución o cautela exige que cuando exista peligro de daño grave o irreversible, 
la falta de certeza científica absoluta no se debe utilizar como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente (N.U., 
1992). Este principio, conocido también como in dubio pro natura, permite la toma de decisiones 
sin contar con la certeza que se exige al juez y a la Administración en el curso regular de su actu-
ación y, excepcionalmente, exige actuar a pesar de la falta de certeza respecto de los riesgos con 
el fin de evitar la degradación del medio ambiente. Sobre el principio de precaución cfr., entre 
otros, embid tello (2010), moraga, boutonnet y sean-pau (2015) y briceño chaves (2017). 
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No obstante, si las medidas que se tomaron para evitar la degradación 
del entorno fueron insuficientes o inexistentes, y el daño llega a consumar-
se, el derecho ambiental se despoja de su ánimo preventivo y asimila una 
aspiración reparativa o restauradora, que trae consigo el interés de devolver 
a la naturaleza al estado en que se encontraba antes de que el daño fuese 
generado. Así, en desarrollo del principio de quien contamina paga, el que 
ha generado un efecto negativo sobre el medio natural debe asumir todas 
las consecuencias derivadas de su conducta, entre ellas las restaurativas y 
las sancionatorias.
En medio de este escenario se debe señalar que, en su ambición por 
regular las actividades humanas que generan impactos significativos o 
importantes, el derecho ambiental ha determinado una serie de prohibi-
ciones, obligaciones y condicionamientos que han de ser cumplidos por el 
destinatario de la norma so pena de sanción (Álvarez Pinzón, 2010). Estas 
conductas que determina el ordenamiento jurídico ambiental no siempre 
generan necesariamente una afectación negativa de la naturaleza o un daño 
ambiental, pero reflejan la vulneración del orden jurídico previamente es-
tablecido por el Estado a fin de lograr la armonía social y ambiental.
Así, la sanción administrativa es la respuesta punitiva del Estado ante 
la producción de daño ambiental o la vulneración del mandato normativo, 
e implicará ocasionar afectación negativa al administrado que con su con-
ducta ilícita turbó el orden socio-ambiental que se espera alcanzar; en pala-
bras de García de Enterría y Fernández (2011), se entiende que la sanción 
implica “un mal infligido por la Administración a un administrado como 
consecuencia de una conducta ilegal”5, una acción de “escarmiento que se 
 En cuanto a la consagración de este principio en la normatividad colombiana debemos advertir 
que el texto de la Constitución Política no se refiere explícitamente a él, sino que fue la Ley 99 
de 1993 la que en su artículo 1.º determinó que la política ambiental colombiana debería seguir 
como principio general del Estado el fomento de herramientas que permitan “la incorporación 
de los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos para la prevención, corrección y 
restauración del deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables”. 
Como se puede observar, la Ley 99 de 1993 siguió los lineamientos de la Declaración de Rio de 
1992 copiando en su Principio 6 casi la misma redacción de la Declaración. Sobre el principio 
de quien contamina paga cfr. garcía pachón (2017: 339 y ss.) 
5 En el mismo sentido suay rincón (1989) afirma que la sanción administrativa es la “irrogación 
de un mal: la sanción administrativa es, como se sabe, un acto de gravamen, un acto, por tanto, 
que disminuye o debilita la esfera jurídica de los particulares, bien sea mediante la privación de 
un derecho (interdicción de una determinada actividad, sanción interdictiva), bien mediante 
la imposición de un deber antes inexistente (condena al pago de una suma de dinero: sanción 
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impone por la autoridad a quien pasa por alto una explícita prohibición, 
obligación o condicionamiento establecido en el ordenamiento jurídico” 
(García Pachón, 2017: 117). 
Al analizar el concepto de sanción administrativa Rebollo Puig valora 
varios criterios: uno formal, es decir, la propia norma es la que informa sobre 
la naturaleza de la medida prevista (situación evidente en el caso del artículo 
0 de la Ley 1333 de 2009, el cual identifica las sanciones aplicables)6, y otros 
materiales, entre ellos la incidencia negativa de la sanción, una retribución 
por el ilícito. Así las cosas, Rebollo considera que el carácter punitivo es una 
condición necesaria para que efectivamente podamos reconocer una sanción 
administrativa; este criterio material permitirá diferenciar a la sanción de 
otras medidas administrativas (Rebollo Puig, 2013).
Ahora bien, la potestad sancionatoria administrativa ambiental derivada 
de los artículos 8.º, 79 y 80 de la Constitución Política7, y de lo determinado 
por la Ley 1333 de 2009, a través de la cual se estableció el procedimiento 
sancionatorio ambiental, permite luego de transcurrido el procedimiento, 
imponer, si es del caso, las sanciones que ya hemos señalado; no obstante, 
pecuniaria)”. Por su parte, bermúdez soto (1998) define la sanción como “aquella retribución 
negativa prevista en el ordenamiento jurídico e impuesta por una Administración Pública por la 
comisión de infracción administrativa”. 
6 La ley 1333 determinó en su artículo 0. “Sanciones. Las sanciones señaladas en este artículo se 
impondrán como principales o accesorias al responsable de la infracción ambiental […] alguna 
o algunas de las siguientes sanciones: 1. Multas diarias hasta por cinco mil (5.000) salarios míni-
mos mensuales legales vigentes. 2. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación 
o servicio. 3. Revocatoria o caducidad de licencia ambiental, autorización, concesión, permiso 
o registro. . Demolición de obra a costa del infractor. 5. Decomiso definitivo de especímenes, 
especies silvestres exóticas, productos y subproductos, elementos, medios o implementos utilizados 
para cometer la infracción.6. Restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestres. 
7. Trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental”.
7 Estas disposiciones constitucionales, basadas en el deber del Estado de proteger las riquezas y 
diversidad del patrimonio natural, le exigen imponer sanciones legales y reparar los daños causa-
dos al medio ambiente, en paralelo con las normas en las que directamente se afirma la potestad 
sancionatoria del Estado en materia ambiental; ha de tenerse en cuenta que la base constitucional 
del poder sancionatorio del Estado es igualmente robusta. Según ospina garzón (2018), el poder 
de la sanción administrativa se funda en los artículos 2.º, 29 y 209 de la Constitución Política; así, 
la identificación de los fines esenciales del Estado, el reconocimiento del debido proceso en las 
actuaciones judiciales y administrativas, y la determinación de los principios y del objetivo central 
de la función administrativa, constituyen lo que el autor califica como la “triada constitucional” 
que fundamenta la potestad sancionatoria de la Administración.
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es necesario verificar si con su aplicación se logra la protección del entorno 
o, dicho en otros términos, si se logra su efectividad8.
Teniendo en cuenta que, de acuerdo con la información obtenida para el 
desarrollo de esta investigación, la multa es la sanción más aplicada por los 
titulares de la potestad sancionatoria administrativa ambiental en el país, estas 
líneas se dedican a analizar la sanción de multa establecida por el artículo 0 
de la Ley 1333 de 2009, con el fin de identificar su efectividad, y verificar 
si la forma en que la norma fue estructurada y viene siendo aplicada, logra 
con su máximo imponible generar el efecto preventivo que se busca, y si con 
los criterios actuales es posible definir claramente la capacidad económica 
del infractor. 
I .  l a  m  lta  e n  e l  d e r e c h o 
a dm i n i s t r at i o  s a n c i o na d o r 
En este primer punto identificamos la naturaleza jurídica de la multa, así 
como su definición doctrinal, para luego señalar la forma en que el ordena-
miento jurídico colombiano ha delimitado su contenido y definido la forma 
de cálculo en materia ambiental.
A .  a c e rc am i e n to  c o n c e p t a l 
y  nat  ra l e z a  j  r  d i c a
Entre las diferentes opciones que el legislador puede identificar para generar 
una afectación negativa al trasgresor de la norma, la multa se identifica como 
una herramienta que se ha aplicado tanto en el derecho penal9 como en el 
8 La efectividad es la cualidad que tiene aquella norma que al ser cumplida logra que ciertamente 
se realicen los valores del ordenamiento jurídico; el Proyecto de Pacto Global que ha impulsado 
el Club de Juristas Francés, incluyó en su principio 15, una premisa según la cual, “Las Partes 
tienen el deber de adoptar normas medioambientales efectivas, y de asegurar su implementación 
y cumplimiento efectivos y justos”. Como se puede observar, el principio propugna por un marco 
normativo completo y una sólida ejecución que permita responder a los retos que genera la actual 
crisis global. 
9 En su título xi el Código Penal colombiano tipifica los delitos contra los recursos naturales y el 
medio ambiente en los cuales las penas privativas de la libertad están acompañadas por la pena 
de multa, la cual va hasta los 50.000 smlv para los delitos de contaminación ambiental (art. 332), 
contaminación ambiental por residuos sólidos peligrosos (332A), contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo (art. 333), experimentación ilegal con especies, 
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derecho administrativo sancionador en el ejercicio del derecho punitivo del 
Estado10. El hecho de castigar el patrimonio del infractor, privarlo del goce 
de sus bienes, podría permitirle internalizar las pautas de comportamiento 
exigidas por la sociedad (Sierra y Salvador Cántaro, 2005).
La multa se puede definir como el pago en dinero que se debe hacer a la 
Administración como resultado procesal y respuesta punitiva a consecuencia 
de la comisión de una conducta identificada como antijurídica por el ordena-
miento jurídico; Retortillo la define así: “supone una decisión administrativa 
que, a consecuencia de la realización de un ilícito, obliga al sujeto sancionado 
al pago, mediato o inmediato como luego se concretará, de una cantidad de 
dinero” (Retortillo Baquer, 1976). Por su parte Domínguez (201) afirma 
que la multa se enmarca dentro del procedimiento sancionador, y se refiere a 
la tramitación y resolución de expediente de esta naturaleza, como represión 
por la conducta ilegal.
Cuando la doctrina se refiere a la multa suele recalcar la diferencia entre 
la de carácter sancionatorio, y la conminatoria o coercitiva; así, Retortillo 
distingue la multa sanción de la coercitiva, la cual es entendida como aquella 
que permite asegurar la ejecución forzosa de los actos administrativos; al 
respecto Domínguez (201) explica que “En el caso de la multa coercitiva, se 
trata de la fase de ejecución forzosa de la orden de restitución de la legalidad 
urbanística vulnerada, mientras que al estudiar la sanción administrativa 
se refiere a la tramitación y resolución del expediente sancionador”; según 
agentes biológicos o bioquímicos (art. 33), invasión de áreas de especial importancia ecológica 
(art. 337), y explotación ilícita de yacimiento minero (art. 338). Al respecto cfr. amaya arias 
(2013) y garcía pachón (2013).
10 No pretendemos hermanar los dos escenarios sino poner de presente que el poder sancionatorio 
tiene un origen común, y que los principios de orden penal pueden ser aplicados con matices 
en el ámbito administrativo. Respecto de sus diferencias la Corte Constitucional colombiana ha 
afirmado: “La potestad sancionadora administrativa se diferencia cualitativamente de la potestad 
punitiva penal. Con la potestad punitiva penal, además de cumplirse una función preventiva, 
se protege ‘el orden social colectivo, y su aplicación persigue esencialmente (sin perjuicio de 
la concurrencia de otros fines difusos) un fin retributivo abstracto, expiatorio, eventualmente 
correctivo o resocializador, en la persona del delincuente’, mientras que con la potestad admi-
nistrativa sancionatoria se busca garantizar la organización y el funcionamiento de las diferentes 
actividades sociales. La Corte ha resaltado que la potestad sancionadora de la Administración 
es un medio necesario para alcanzar los objetivos que ella se ha trazado en el ejercicio de sus 
funciones”: Corte Constitucional. Sentencia C-616 del 6 de agosto de 2002, M. P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Bogotá. Sobre la necesidad de asumir el carácter plenamente administrativo 
de la potestad sancionadora cfr. parejo alfonso (201).
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lo explican Gamero Casado y Fernández Ramos (2007), se debe tener en 
cuenta que este tipo de respuesta de la Administración es adicional a la 
obligación no cumplida por el administrado. Para el caso colombiano estas 
multas coercitivas, también llamadas conminatorias, se pueden evidenciar 
en la contratación con recursos públicos, delimitada por la Ley 1150 de 
2007, por medio de la cual se le otorga a las entidades sometidas al Estatuto 
General de Contratación Pública la facultad de imponer las multas que 
hayan sido pactadas con el objeto de conminar al contratista a cumplir con 
sus obligaciones, y el artículo 51 (renuencia a suministrar información) 
de la Ley 137 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (cpaca), entre otros11. 
En el caso de la multa sanción se exige que antes de su determinación 
se haya desarrollado un procedimiento sancionatorio, es decir que se haya 
verificado la existencia de la infracción, la violación de la norma adminis-
trativa, la violación de la ley12; luego de transitar tal iter procesal será viable 
imponer el castigo. Sobre el particular la Corte Constitucional afirmó en la 
Sentencia C-632 de 2011 que el poder de imponer la sanción no es discre-
cional sino reglado, y está en cabeza y ejercicio directo de las autoridades 
administrativas cuando se verifica la transgresión de los mandatos que se 
asignan a los administrados y a las propias autoridades. Así, es el principio de 
legalidad el que guía la posibilidad de la acción sancionatoria, y la ley debe 
estructurar tanto el camino procesal como la identificación de las conductas 
11 Mediante la Sentencia radicado n.º 68001-23-15-000-199-09826-01(28875), c. p.: Jaime Orlan-
do Santofimio Gamboa, el Consejo de Estado definió la multa de carácter conminatorio como: 
“Aquella sanción pecuniaria de la cual puede hacer uso la Administración en ejercicio de su 
función primordial de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, con el objeto de 
constreñir o apremiar al contratista al cumplimiento de sus obligaciones, una que vez se verifique 
el acaecimiento de incumplimientos parciales en vigencia del plazo contractual”. En el mismo 
sentido cfr., entre otras, Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección 
Tercera. Radicación n.º 25000-23-26-000-2009-00082-01(5259) del 1.º de febrero de 2018, C. 
P.: Marta Nubia Velásquez Rico, y Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Subsección C. Radicación n.º 25000-23-26-000-2007-0079-01(37835) del 26 
de noviembre de 2015, C. P.: Olga Mélida Valle de De La Hoz. 
12 Apoyados en el texto de domínguez blanco (2014), y adaptándolo al tema ambiental, se podría 
entender que las infracciones ambientales corresponden a un tipo específico de infracción ad-
ministrativa que implica la vulneración de las prescripciones legales, que es antijurídica, típica, 
culpable y sancionable. 
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que pueden ser consideradas como infracción y, por supuesto, también ella es 
la que determina la posibilidad de exigir al infractor el pago de una multa13. 
Para el caso del derecho sancionatorio administrativo ambiental la dis-
cusión sobre el principio de legalidad ha llegado a instancias propias de la 
jurisdicción constitucional, ya que en su momento se alegó que, al no hacer 
una relación detallada de las conductas reprochables en materia ambiental, 
ni precisar taxativamente las normas que contienen la orden, prohibición o 
condición, sino hacer una remisión general, el artículo 5.º de la Ley 1333[1] 
violaba el principio de legalidad. A este respecto coincidimos con lo afirma-
do por la Corte en la Sentencia C-219 de 2017, ya que aunque el legislador 
hubiese podido hacer referencia exacta a algunas normas de contenido am-
biental más general15, terminó abrigando con la expresión “… las demás 
disposiciones ambientales vigentes en que las sustituyan o modifiquen y en 
los actos emanados de la autoridad ambiental competente”, las referencias 
normativas y administrativas de las que deriva el sustento legal que se re-
quiere para identificar una posible infracción.
13 Al respecto la Sentencia C-12 de 2015 afirmó: “El principio de legalidad exige que dentro del 
procedimiento administrativo sancionatorio la falta o conducta reprochable se encuentre tipificada 
en la norma –lex scripta– con anterioridad a los hechos materia de la investigación –lex previa–. 
En materia de derecho sancionatorio el principio de legalidad comprende una doble garantía, 
a saber: material, que se refiere a la predeterminación normativa de las conductas infractoras 
y las sanciones; y, formal, relacionada con la exigencia de que estas deben estar contenidas en 
una norma con rango de ley, la cual podrá hacer remisión a un reglamento, siempre y cuando 
en la ley queden determinados los elementos estructurales de la conducta antijurídica. Esto se 
desprende del contenido dispositivo del inciso 2 del artículo 29 de la Constitución Política que 
establece el principio de legalidad, al disponer que ‘nadie podrá ser juzgado sino conforme a las 
leyes preexistentes al acto que se imputa […]’, es decir, que no existe pena o sanción si no hay 
ley que determine la legalidad de dicha actuación, ya sea por acción u omisión”. 
1 “Artículo 5o. Infracciones. Se considera infracción en materia ambiental toda acción u omisión que 
constituya violación de las normas contenidas en el Código de Recursos Naturales Renovables, 
Decreto ley 2811 de 197, en la Ley 99 de 1993, en la Ley 165 de 199 y en las demás disposiciones 
ambientales vigentes en que las sustituyan o modifiquen y en los actos administrativos emana-
dos de la autoridad ambiental competente. Será también constitutivo de infracción ambiental 
la comisión de un daño al medio ambiente, con las mismas condiciones que para configurar la 
responsabilidad civil extracontractual establecen el Código Civil y la legislación complementaria, 
a saber: el daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vínculo causal entre los dos. Cuando 
estos elementos se configuren darán lugar a una sanción administrativa ambiental, sin perjuicio 
de la responsabilidad que para terceros pueda generar el hecho en materia civil”. 
15 Por ejemplo, podía haber incluido la Ley 9.ª de 1979 y no el Convenio de Diversidad Biológica, 
pues aunque no cabe duda de su relevancia en materia de conservación, al ser un instrumento 
de carácter internacional incorpora en su contenido obligaciones para los Estados parte y no 
directamente para los administrados. 
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Definida la multa como el instrumento sancionatorio que permite a la 
autoridad administrativa generar una afectación dirigida al pago de una can-
tidad determinada de dinero, a continuación analizaremos los aspectos más 
controvertidos en la materia: el monto máximo de la multa y la capacidad 
de pago como criterio esencial para su determinación. 
B .  l a  d e t e rm i nac i  n   p t i m a  d e l  m on to 
d e  la  m  lta  c omo  e l em e n to  b  s i c o 
pa ra  lo g ra r  a f e c tac i  n 
El advenimiento de una consecuencia negativa para el infractor es condición 
de la sanción, y, por supuesto, lo es cuando la multa es el medio para generar 
la afectación; las multas deben tener un contenido disuasorio que permita 
cumplir con un fin de prevención especial, es decir, que el infractor no esté 
impulsado a cometer la infracción administrativa nuevamente, y un fin de 
prevención general que le indicaría a los demás sujetos prestos a generar una 
afectación similar al orden jurídico o al medio ambiente, que los titulares de 
la potestad sancionatoria aplican la norma de manera tal que el patrimonio 
del infractor se puede ver impactado de manera negativa16. 
Por supuesto, la definición de la multa no puede ser un ejercicio arbitra-
rio de la Administración, sino que la determinación de su valor ha de estar 
soportada por criterios previamente designados: la ley debe identificar un 
mínimo y un máximo aplicables. Estos límites serán más o menos gravosos 
teniendo en cuenta el objetivo que quiera lograr el legislador y los criterios 
básicos que haya identificado para el establecimiento de dichos extremos; 
en materia ambiental los límites identificados por el legislador pueden ser 
muy variados y no salta a la vista una tendencia permanente, por lo menos 
en lo que corresponde a la identificación de los máximos imponibles en el 
escenario latinoamericano, del cual identificamos varios ejemplos. 
16 Este elemento es identificado por bermúdez soto (1998) como “primero y directo” del derecho 
administrativo sancionador, pues la finalidad de la sanción no es otra que prevenir “una con-
ducta, evitar una acción u omisión que ha sido tipificada como infracción administrativa”. En el 
derecho penal se explica desde la perspectiva del fin intimidatorio de la pena, pues la intimidación 
general considera que “la amenaza de castigo es un medio eficaz para lograr que los miembros 
de la sociedad no cometan actos prohibidos por ley […] esta intimidación comprende un agente 
que conmina y una audiencia amenazada”; ahora bien, la intimidación individual procura que el 
infractor de una norma la viole de nuevo (rico, 1998).
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Brasil Ley 9605 de 1998 y Decreto 
n.º 6.51, del 22 de julio de 2008
Máximo 50.000.000,oo R$  12.237.206
Panamá Ley general de ambiente 10.000.000 balboas  10.00.001
Chile Ley 2017 10.000 Unidades Tributa-
rias Anuales (uta)
 8.202.605
Nicaragua Ley general de Medio Ambiente 
artículo 160.2 
100.000.000 córdobas 2.992.220,22
Argentina Ley 25612 de 2002 de Gestión 
integral de residuos industriales y 
de actividades de servicios (art. ) 
Ley 25916 de 201 de Gestión de 
residuos domiciliarios (art. 26)
Ley 26331 de 2007 de Bosques 
(art. 29) 
Ley 27279 de 2016 de Productos 
fitosanitarios
10.000 sueldos mínimos  2.790.676,90**
El Salvador Ley de Medio Ambiente artículo 
89*** 
5.000 salarios mínimos 
mensuales**** 
1.520.000
Colombia Ley 1333 de 2009 artículo 0. Multas diarias hasta por 
5.000 smmlv
1.217.5,25
Paraguay Ley n.º 516/201 Decreto 1837 
de 2019
20.000 jornales 270.152,53 
México Ley general del equilibrio ecológi-
co y la protección al ambiente
50.000 días de salario 
mínimo general vigente 
en el Distrito Federal al 
momento de imponer la 
sanción
260.873,98






Uruguay Ley 16.122 de 1990 artículo 6.º 5.000 Unidades 
Reajustables (UR) 
163.382,70
Costa Rica Ley gestión integral de residuos 
artículo 8 
200 salarios base  15.675,
Ecuador Texto unificado de legislación 




Honduras Ley general del ambiente artículo 
97 
1.000.000 lempiras 0.68,97
Guatemala Ley de protección y mejoramiento 
del medio ambiente artículo 8.º 
100.000 quetzales 13.017,29
Cuba Ley 81 de 1997 artículo 68 y De-
creto Ley 200 de 1999 
50.00 pesos cubanos  5.000
República 
Dominicana 
Ley general sobre medio ambiente 
y recursos naturales, artículo 167 
3.000 salarios mínimos 58.9 










* Los valores del dólar fueron calculados a la tasa oficial de cada país al 5 de septiembre de 2019.
** Este monto está basado en la legislación nacional, pero las jurisdicciones locales pueden ampliarlo.
*** Declarado inconstitucional por establecer una categoría de salario inadecuada para ese orde-
namiento.
**** Se tomó el salario del sector de industria, ingenios azucareros, comercio y servicios.
***** De persistir la infracción, se impondrá una multa correspondiente a una cifra del 3 por 1.000 
sobre el monto total del patrimonio o activo declarado de la empresa, proyecto u obra.
Fuente: elaboración propia.
Como se puede observar hemos ordenado los datos de mayor a menor; salvo 
el caso de Bolivia, en todos los demás procedimientos se establece un extre-
mo máximo imponible, el cual no nos indica más que la amplia variedad de 
rangos determinables y la necesaria provisión legal que lo soporta. Esta base 
legal es determinante, y el mandato normativo debe establecer los rangos 
de manera precisa, es el elemento de la sanción que Bermúdez Soto (1998) 
identifica como “extensión de la sanción”. 
En consecuencia, la Administración podrá imponer las sanciones que 
correspondan de acuerdo a la discrecionalidad que se le ha atribuido, pero 
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dentro de los límites que la propia ley le impone; así las cosas, las autori-
dades ambientales tienen lo que la Corte Constitucional ha señalado como 
“un razonable margen de discrecionalidad” que les permite garantizar el 
buen servicio y el “efectivo cumplimiento de sus funciones” (Sent. T-22 
de 1992). 
Ahora bien, una vez conocidos los márgenes mínimo y máximo de la 
sanción determinados por la ley, la multa (así como las demás sanciones 
administrativas) ha de ser sustentada teniendo en cuenta el principio de 
proporcionalidad; en cuanto a este principio en materia sancionatoria ad-
ministrativa, en la Sentencia C-125 de 2003 la Corte Constitucional afirmó 
que para su correcta aplicación es necesario que tanto la falta descrita como 
la sanción resulten adecuadas a los fines de la norma, 
… esto es, a la realización de los principios que gobiernan la función pública. 
Respecto de la sanción administrativa, la proporcionalidad implica también que 
ella no resulte excesiva en rigidez frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco 
carente de importancia frente a esa misma gravedad17.
Para el caso que nos ocupa, la multa, en materia sancionatoria ambiental se 
han identificado múltiples criterios dirigidos a dar objetividad a la deter-
minación de su valor; por ejemplo, desde la ocde se dispuso una guía que 
ordena y estructura diferentes criterios dirigidos a que las multas adminis-
trativas ambientales cumplan un fin disuasorio, reglas que se establecieron 
para ser aplicadas en los países de Europa del Este, el Cáucaso y Asia Central 
(eecca por sus siglas en inglés), en los que la ocde consideró demasiado 
reducidas las multas administrativas, lo que llevaba a los infractores a pre-
ferir pagarlas como un “mal menor” en comparación con el beneficio que 
obtenían (ocde, 2009). 
Conforme con esta guía, para que las multas sean un instrumento de 
aplicación efectiva se deben diseñar de acuerdo con los siguientes principios: 
a. Apuntar a disuadir futuros incumplimientos. Se debe persuadir al infrac-
tor a tomar medidas para no que no caiga nuevamente en el incumplimiento 
(disuasión específica), y disuadir a otros de violar la ley (disuasión general); 
17 Al respecto, debe recordarse el artículo  de cpaca que determina: “Artículo . Decisiones 
discrecionales. En la medida en que el contenido de una decisión de carácter general o particular 
sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los 
hechos que le sirven de causa”.
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la disuasión es importante porque permite alcanzar el fin de protección del 
medio ambiente y reduce los costos que el Estado debe asumir para lograr 
el cumplimiento de las normas (ocde, 2009). La característica preventiva 
del derecho ambiental nos reafirma este principio; en palabras de Betancur 
(201: 1): “se protege mejor la naturaleza evitando que el daño se produzca 
(máxime cuando es muy frecuente que la reparación sea muy difícil o im-
posible) y, de haberse producido, que la Naturaleza recupere, en la medida 
de lo viable su estado original” 
b. Dirigirse a eliminar cualquier ganancia financiera o beneficio del in-
cumplimiento. Si se elimina el beneficio económico del incumplimiento el 
infractor queda en la misma posición en que estaría si hubiese cumplido 
con la norma; no obstante, tanto la disuasión como la fundamental equidad 
requieren que la multa incluya una cantidad adicional para garantizar que 
al infractor se le afecte económicamente de manera negativa, y esta cantidad 
adicional debe reflejar la gravedad de la violación (ocde, 2009). En este punto 
consideramos que debe agravarse la situación de aquel que ha demostrado 
su desdén por el orden jurídico o que ha dañado el entorno natural, ya que 
dejarlo simplemente en la situación anterior no sería equilibrado respecto 
de la posición del administrado cumplido; la posición del infractor una vez 
sancionado, debe ser nueva y desfavorable, pues no tendría lógica sanciona-
toria que la multa no impactara de manera alguna a quien ha desconocido 
el orden jurídico; no obstante, dicha afectación debe ser proporcional a la 
gravedad de la infracción, al beneficio obtenido con la conducta ilícita, etc.18. 
c. Ser proporcional a la naturaleza de la infracción y al daño causado. Para 
lograr esta proporcionalidad, en la definición de la multa se deben analizar 
diversos factores, entre ellos, el tamaño del daño19, la obligación del infractor 
de presentar informes obligatorios, la proporción de la relación entre las ins-
talaciones o puntos generadores de afectación medioambiental y la cantidad 
de inspectores en una jurisdicción (funcionarios en ejercicio de evaluación 
y control), el historial de cumplimiento del infractor (reincidencia) y la 
posibilidad de detección de la infracción20 (ocde, 2009).
18 El principio de proporcionalidad de la sanción, propio del derecho penal implica la coherencia 
entre la gravedad de la infracción y la sanción que se impone (letelier wartenberg, 2018).
19 Asunto que resulta esencial, pues sin esta condición no tendría lógica alguna plantearse la posibi-
lidad de imponer multas del tope más alto, inclusive en los casos de una alta capacidad económica 
del infractor.
20 Conforme a la teoría económica, para lograr la disuasión, la sanción debe variar inversamente 
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d. Ser apropiado para el delincuente particular y para el problema regulatorio. 
Las sanciones monetarias deben garantizar un trato justo y equitativo de acuer-
do con la comunidad regulada, requiriendo que las multas sean consistentes 
y flexibles; un sistema justo para calcular multas debe tener la flexibilidad 
suficiente como para hacer ajustes que reflejen diferencias entre infracciones 
similares. Se deben cuantificar aspectos como el grado de dolo y/o negligencia 
del infractor, el historial de incumplimiento, la capacidad de pago, el grado de 
cooperación con la autoridad ambiental y cualquier otro factor único específico 
del infractor o del caso (ocde, 2009); aplicando el principio de “individualidad 
de la pena” propio del derecho penal, es necesario tener en cuenta la situación 
económica del infractor, y otros factores relevantes para lograr que el castigo 
se ajuste a su comportamiento y a sus condiciones particulares.
La búsqueda de la objetividad en la aplicación del apremio sancionatorio 
sugiere que al momento de aplicar la multa se evalúen los múltiples factores 
que permiten identificar el nivel de afectación que la conducta puede generar 
en el entorno y en el orden jurídico, así como las condiciones particulares 
de la infracción y del infractor. De igual manera, teniendo en cuenta la 
discrecionalidad de la Administración, y el principio de legalidad en el es-
tablecimiento de los máximos imponibles, se deben formular esquemas de 
multa que permitan que, inclusive previa a la asignación de la sanción, los 
administrados vean en ese monto un posible castigo que, de imponerse, sería 
realmente gravoso para su patrimonio, creándose de esta manera un incentivo 
para el cumplimiento normativo que permita la protección de la naturaleza. 
I I .  l a  m  lta  e n  e l  d e r e c h o  a dm i n i s t r at i o 
s a n c i o na d o r  am b i e n ta l  c o lom b i a n o   i g e n t e
Para el caso colombiano la norma que estructura y define el proceso sancio-
natorio ambiental es la Ley 1333 de 2009, y es también ella la que permite 
la imposición de la sanción de la multa; a continuación identificaremos su 
contenido normativo e identificaremos algunos aspectos que a nuestro pa-
recer podrían ser barreras que dificultan su efectividad.
con la probabilidad de detección, así, la sanción será mayor para aquellos infractores cuya acción 
u omisión tiene menos probabilidad de detección (ocde, 2009).
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Concentrándonos en lo determinado por el procedimiento sancionatorio 
ambiental actual21 podemos verificar que, incluso desde la fase preparatoria 
de la ley, en todos los documentos debatidos se identificó la multa como una 
sanción, como en el caso de la ponencia para el primer debate al Proyecto 
092 de 2006 que estableció este tipo de sanción, y la definió desde el primer 
momento como aquella que consiste “en el pago de una suma de dinero que 
la autoridad ambiental impone a quien con su acción u omisión infringe 
las normas ambientales”, concepto que permaneció hasta la promulgación 
de la ley. 
El primer tope que se propuso fue de 300 smlmv diarios, el cual co-
rrespondía al límite máximo imponible en el procedimiento sancionatorio 
anterior22, y se mantuvo en la ponencia para segundo debate en el Senado23 
y en el primer debate en la Cámara; fue sólo hasta llegar al segundo debate 
en Cámara cuando el monto se elevó a 5.000 smlmv2 diarios, quedando 
finalmente aprobado en la Ley 1333 de 2009[25].
Ahora bien, la propia Ley 1333 de 2009 ordenó al Gobierno nacional 
definir los criterios para la imposición de las sanciones; hoy, en lo relativo a 
las multas, dichos criterios están delimitados por los artículos 2.2.10.1.2.1 y 
siguientes del Decreto 1076 de 2015[26], y son: beneficio ilícito27, factor de 
21 En el procedimiento establecido con anterioridad a la expedición de la Ley 1333, es decir el que 
se adelantó con fundamento en el artículo 85 de la Ley 99 de 1993 y que se desarrolló conforme 
a lo determinado en el decreto 159 de 198, las multas podían llegar hasta 300 smlmv. Un 
análisis sobre el comportamiento del procedimiento sancionatorio anterior realizado por güiza 
suárez (2008) afirma que para el período 2003-2005, el 61% de las sanciones impuestas por las 
autoridades ambientales fueron de multa.
22 Congreso de la República. 26 de octubre de 2006, M. P.: Arturo Char Chaljub. 
23 Congreso de la República. 28 de agosto de 2007, M. P.: Arturo Char Chaljub.
2 Este valor equivale a $.10.580.000 o a US$1.226.97.71 trm al 5 de septiembre de 2019. La 
sanción de multa debe calcularse teniendo en cuenta que los 5.000 smlv son el máximo aplicable.
25 En los textos de conciliación al proyecto de Ley 218 de 2008 de la Cámara y 092 del Senado se 
mantuvo el tope. Cfr. Congreso de la República (2008a) y Congreso de la República (2008b). 
26 En lo que corresponde a la compilación del Decreto 3678 de 2010. 
27 De acuerdo con lo determinado por el Decreto 3678 de 2010 y la Resolución 2086 de 2010, “… 
consiste en la ganancia o beneficio que obtiene el infractor. Este beneficio puede estar constitui-
do por ingresos directos, costos evitados o ahorros de retrasos. El beneficio ilícito se obtiene de 
relacionar la ganancia o beneficio producto de la infracción con la probabilidad de ser detecta-
do”; según explica el “Manual conceptual y procedimental” desarrollado por el mavdt, el valor 
del beneficio ilícito es la cuantía mínima de la multa para que sea disuasiva. Se pretende que el 
beneficio final para el infractor sea cero, y para ello será necesario que la multa incluya todos los 
beneficios obtenidos por el infractor (mavdt, 2010).
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temporalidad28, grado de afectación ambiental29 y/o evaluación del riesgo30, 
circunstancias agravantes y atenuantes31, costos asociados32 y capacidad 
socioeconómica del infractor33. Del mismo modo, la metodología para la 
tasación de multas fue definida por la Resolución 2086 de 2010 del mavdt 
y hoy debe ser tenida en cuenta por todas las autoridades ambientales en su 
ejercicio de definición del valor de la multa3. La fórmula matemática que 
hoy se debe aplicar para tasar las multas es:
28 El Decreto Único Reglamentario y la Resolución 2086 de 2010 lo definen como “… el factor 
que considera la duración de la infracción ambiental, identificando si esta se presenta de ma-
nera instantánea o continua en el tiempo. En aquellos casos en donde la autoridad ambiental 
no pueda determinar la fecha de inicio y de finalización de la infracción, se considerará dicha 
infracción como un hecho instantáneo”. Este factor considera el periodo de duración del hecho 
ilícito procurando identificar las fechas de inicio y finalización de la conducta infractora (mavdt, 
2010).
29 El Decreto 1076 y la Resolución 2086 de 2010 la definen como: “… la medida cualitativa del 
impacto a partir del grado de incidencia de la alteración producida y de sus efectos. Se obtiene 
a partir de la valoración de la intensidad, la extensión, la persistencia, la recuperabilidad y la 
reversibilidad de la afectación ambiental, las cuales determinarán la importancia de la misma”.
30 El Decreto Único Reglamentario y la Resolución 2086 de 2010 la definen como “… la estimación 
del riesgo potencial derivado de la infracción a la normatividad ambiental o a los actos adminis-
trativos y que no se concreta en impactos ambientales”. 
31 Según la Resolución 2086 de 2010 y el Decreto 1076, “Las circunstancias atenuantes y agravantes 
son factores que están asociados al comportamiento del infractor, al grado de afectación del medio 
ambiente o del área, de acuerdo a su importancia ecológica o al valor de la especie afectada, las 
cuales se encuentran señaladas de manera taxativa en los artículos 6.º y 7.º de la Ley 1333 de 
2009”; cfr. del valle mora (2018) y el artículo de montes en esta misma obra.
32 Según el Decreto 1076 y la Resolución 2086 de 2010, la variable costos asociados corresponde 
a “aquellas erogaciones en las cuales incurre la autoridad ambiental durante el proceso sancio-
natorio y que son responsabilidad del infractor en los casos en que establece la ley. Estos costos 
son diferentes a aquellos que le son atribuibles a la autoridad ambiental en ejercicio de la función 
policiva que le establece la Ley 1333 de 2009”.
33 Conforme al Decreto 1076 y la Resolución 2086 de 2010, “Es el conjunto de cualidades y con-
diciones de una persona natural o jurídica que permiten establecer su capacidad de asumir una 
sanción pecuniaria”. Este criterio se aplica a personas naturales, personas jurídicas y entidades 
territoriales; para las primeras su capacidad se mide conforme al nivel de Sisben o al estrato 
socioeconómico del infractor; para las personas jurídicas la metodología para el cálculo desa-
rrollada por el mavdt identifica la capacidad de pago con el tamaño de la empresa; finalmente, 
para las entidades territoriales se determina la capacidad conforme a la categoría del municipio 
(mavdt, 2010).
3 Como se refiere en otros artículos de esta obra colectiva, se debe recordar que por Auto del 8 
de marzo de 2012 el Consejo de Estado admitió la demanda presentada contra el artículo 11 del 
Decreto 3678 de 2010 y decidió decretar la suspensión provisional, por tanto, se entendió que 
la Resolución 2086 de 2010 había sido afectada por decaimiento. No obstante, en 2012 la anla 
presentó un recurso de súplica y el Consejo de Estado en esa oportunidad afirmó que no existía 
contradicción evidente entre lo determinado por el Decreto y lo definido por la Ley 1333 de 2009, 
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Multa = B+[(á * i) * (1+A)+Ca] * Cs B: Beneficio ilícito
á: Factor de temporalidad 
i: Grado de afectación ambiental y/o evaluación del 
riesgo 
A: Circunstancias agravantes y atenuantes 
Ca: Costos asociados 
Cs: Capacidad socioeconómica del infractor
Ahora bien, para determinar cada uno de los factores señalados en la fórmula 
matemática la Resolución 2086 de 2010 estableció unas reglas, unos criterios 
y otras fórmulas de obligatorio cumplimiento; finalmente, y por expresa 
orden de la Resolución, el acto administrativo que imponga una multa debe 
motivar suficientemente cada uno de los criterios tenidos en cuenta por la 
autoridad ambiental para realizar la tasación (art. 5.º)35. 
Ahora bien, la multa es calificada como la sanción administrativa más 
común (Gamero Casado y Fernández Ramos, 2007), y en el marco del pro-
cedimiento administrativo sancionatorio ambiental colombiano al parecer 
lo es, como se pudo verificar a partir de una revisión al ruia, para la cual 
se tomó como base el total de registros actualizados al  de septiembre de 
2019, y se encontraron 10.78 procesos, de los cuales se seleccionó como 
muestra aleatoria el 10%. Luego se analizó en cuantos de los 1.07 proce-
sos resultantes se impuso como sanción la multa, como se muestra en las 
siguientes ilustraciones: 
y por tanto revocó la suspensión provisional. Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Primera. Radicación n.º 11001-03-2-000-2011-00330-00 del 10 de julio 
de 201, C. P.: Guillermo Vargas Ayala. 
35 En cualquier caso, por expresa determinación de la ley el pago de la multa no exime al infractor de 
ejecutar las obras o acciones ordenadas por la autoridad ambiental competente, ni de restaurar el 
medio ambiente, los recursos naturales o el paisaje afectados, y se puede aplicar sin perjuicio de las 
acciones civiles, penales y disciplinarias a que haya lugar. Igualmente, conforme a lo determinado 
por el artículo 2.2.10.1.1.2 del Decreto 1076 de 2015, la autoridad ambiental podrá exigirle al 
presunto infractor durante el proceso sancionatorio que tramite las autorizaciones administrativas 
necesarias, sin que ello implique que su otorgamiento lo exima de responsabilidad. 
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i l s t rac i n  1
s an c i on e s  i m p  e s ta s  e n  g en e ra l
Trabajo comunitario
Revocatoria licencia o permiso
Restitución fauna flora silvestre
No aplica

















Fuente: elaboración propia con base en el ruia.
i l s t rac i n  2







      
Fuente: elaboración propia con base en el ruia.
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i l s t rac i n  3
tota l  d e  s a n c i on e s  i m p  e s ta s  p o r  la  c o r po rac i n 
a tnoma  r e g i ona l  d e  c nd i nama rc a  ( c a r )








Restitución fauna flora silvestre
No aplica





Fuente: elaboración propia con base en el ruia.
Se puede observar que de los 1.07 procedimientos analizados, 687 se 
castigaron con multa (se incluyen los calificados en el ruia como multa sin 
afectación ambiente), es decir, aproximadamente el 63,96% de las sanciones 
impuestas por los titulares de la potestad sancionatoria corresponden a dicha 
categoría. Siguiendo la misma tendencia, una vez analizada la totalidad de 
los reportes para los casos de la anla y la Corporación Autónoma Regional 
de Cundinamarca (car) se encontró que los resultados son aún más con-
tundentes: en el caso de la anla, de los 52 registros reportados, 8 tuvieron 
como resultado la sanción de multa, es decir, el 92%; y para el caso de la 
car, de los 1.339 registros reportados (se suman las calificadas como multas 
y las calificadas como multa sin afectación al ambiente) equivale al 87,6%.
Teniendo en cuenta la predisposición de las autoridades a utilizar la multa 
como instrumento sancionatorio, es necesario resaltar que su imposición no 
debe obedecer a afanes recaudatorios, ella debe ser el resultado de una califi-
cación objetiva de todos los criterios identificados en la fórmula, entendiendo 
que el resultado del valor impuesto como sanción debe ser coherente con 
el grado de afectación al entorno, la vulneración al ordenamiento jurídico y 
los demás criterios ya identificados.
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I I I .  l a  e f e c t i  i da d  d e  la  m  lta  c o lom b i a na  pa ra 
lo g ra r  la  p ro t e c c i  n  d e l  m e d i o  am b i e n t e 
El primer reporte de Naciones Unidas sobre el “Estado del derecho 
ambiental”36 afirma que si se quiere alcanzar el desarrollo sostenible se debe 
lograr el imperio de la ley ambiental, y que es urgente lograrlo, evitando 
decisiones arbitrarias, discrecionales, subjetivas o impredecibles (unep, 
2019). Impulsando similar causa, a través del Proyecto de pacto global por el 
ambiente37 el Club de Juristas Francés identificó el principio de efectividad 
de las normas ambientales, el cual determina que “Las Partes tienen el deber 
de adoptar normas medioambientales efectivas, y de asegurar su implemen-
tación y cumplimiento efectivos y justos” (Le Club des Juristes, 2015); lo 
anterior implica que los Estados deben asegurarse que con el cumplimiento 
de los postulados normativos se logre la defensa cierta del medio natural.
Así las cosas, el principio de efectividad implica que todos los operadores 
jurídicos involucrados con la disposición normativa desarrollen de manera 
efectiva sus competencias y obligaciones de manera que el trabajo colectivo 
permita lograr el objetivo de protección. Entre las acciones que deben estar 
impregnadas por el principio de efectividad, el procedimiento sancionatorio 
es esencial, pues debe lograr que con la imposición de la sanción se genere 
un efecto positivo para la naturaleza.
Conforme lo estudiado hasta el momento, para que la multa cumpla el 
criterio de efectividad es requisito indispensable su equilibrada tasación, 
examinando la situación particularísima del infractor y permitiéndole sa-
tisfacer la necesidad de aflicción de una manera ecuánime. Para saber si la 
sanción de multa que se impone en Colombia se puede considerar objetiva, 
verificaremos si los criterios propuestos por la ocde se ven reflejados de 
manera clara en las normas sancionatorias colombianas.
36 El Estado de derecho ambiental ha sido definido como “… una construcción teórica, que se 
propone incardinar el deber de protección del medio ambiente a todas las actuaciones del Estado, 
inspirándose primero en un imperativo ético de protección del entorno, desarrollando a poste-
riori, en términos jurídicos, conforme al correlativo deber constitucional de proteger el medio 
ambiente” (aranda ortega, 2013).
37 El Proyecto de pacto global por el medio ambiente nació del trabajo de la Comisión ambiental 
del Club de Juristas, un think tank con sede en París, que en 2015 presentó un reporte dirigido 
a fortalecer la efectividad del derecho internacional ambiental, en el que se incluyeron 21 prin-
cipios que buscan inspirar y guiar los esfuerzos de la comunidad internacional y de la sociedad 
en general para proteger y preservar el medio ambiente (Águila y viñuales, 2019).
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A .  e  t e n s i  n  d e  la  m  lta 
El criterio básico de la ocde afirma que las multas demasiado reducidas 
llevan a los infractores a preferir pagarlas como un “mal menor”; es decir 
que desde el punto de vista económico es necesario preguntar qué es más 
rentable para el infractor, si cumplir la norma o pagar la sanción. Safar (2018) 
explica que la severidad en el apremio ha de ser lo 
… suficientemente alta para generar en los individuos un autocontrol que les 
impulse a abstenerse de ejecutar el comportamiento constituido en infracción por 
considerarlo muy alto de cara al beneficio esperado, o por lo menos no lo bastante 
atractivo para asumir el riesgo, pero sin exceder los límites razonables del patrimonio 
de los ciudadanos para que puedan pagar el mismo. 
Entendemos que el riesgo de ser sancionado al que se refiere Safar es aquel 
indicador que le informa al administrado que, de incumplir la norma, la 
consecuencia será altamente negativa, y para lograrlo el instrumento de 
tasación de la multa debe reconocer individualmente al infractor y llegar 
tan alto como sea posible para condicionar su actuación.
Para el caso colombiano la sanción máxima de multa es de 5.000 smlv 
por día de infracción, cantidad que no nos dice demasiado si no se considera 
conjugada con los criterios de imposición de la multa ya expuestos en este 
escrito. No obstante, el límite máximo nos lleva a preguntarnos qué tan signi-
ficativo es para la ciudadanía en general, y para los dueños de proyectos, obras 
o actividades que generan impactos graves o significativos al medio ambiente.
La norma determina que el tope de 5.000 smlv se aplica por día de infrac-
ción, factor que se refleja en la fórmula como de temporalidad; la Resolución 
2086 de 2010 cuantifica la duración de la infracción teniendo en cuenta el 
tiempo en que el infractor se mantuvo en la situación de infracción ambiental, 
ya sea daño o violación de la norma. Así las cosas, la resolución identifica dos 
posibilidades: que la infracción se presente de manera instantánea o que sea 
continua en el tiempo y, además, exige a quien aplica la metodología, que en 
aquellos casos en que la autoridad ambiental no pueda determinar la fecha 
de inicio y de finalización de la infracción, se debe considerar la infracción 
como un hecho instantáneo. 
Lo anterior implica que si el procedimiento sancionatorio se adelanta 
por la generación de un daño ambiental, y este tiene lugar en un momento 
determinado, se entenderá que la infracción tiene una duración instantánea, 
539María del Pilar García Pachón
es decir, en la fórmula esto equivaldría a un día de afectación, y por tanto la 
multa se calculará con base en el día en que se generó el daño, a no ser que 
estuviéramos frente a daños que se generen por varios días.
De esta manera el factor de temporalidad conduce a entender el hecho 
dañoso como aquel limitado a un momento extraordinariamente acotado, 
v. gr., el momento de la descarga inadecuada de residuos o vertimientos, el 
instante de la explosión de un sistema de control, etc., lo cual genera que 
al momento de aplicar la fórmula se termine entendiendo que el factor de 
temporalidad es de un día y por tanto el monto de multa aplicable será el 
máximo por día al que se refiere la Ley 1333 de 2009. 
No se desconoce que al momento de analizar el grado de afectación am-
biental la persistencia del efecto, desde su aparición y hasta que el bien de 
protección retorne a las condiciones previas a la acción, es uno de los atributos 
que se ha de tener en cuenta para graduar la multa; empero, ese atributo no 
va a generar la consecuencia de ampliar los días de infracción que debe tener 
en cuenta el titular de la potestad sancionatoria para hacer el cálculo, pues 
la fórmula de la resolución se refiere a días de infracción, insisto, y no a la 
persistencia del efecto como límite al máximo de sanción imponible. 
Si la fórmula y el método de interpretación se mantienen es necesario que 
el monto máximo se eleve con el fin de escapar de ese límite que aparecerá 
una y otra vez en las multas impuestas en la práctica, y que terminará por 
limitar la posibilidad del instrumento de generar un castigo eficaz. 
Revisando algunas de las resoluciones mediante las cuales se han im-
puesto multas, identificamos ciertas sanciones pecuniarias representativas 
impuestas por los titulares de la potestad sancionatoria del Estado: 
Titular de la potestad  
sancionatoria





Secretaría Distrital de Ambiente (sda) $.395.101.99*** US$1.301.095,91
a trm al 5 de septiembre de 2019.
* Expediente lam0150. Acto n.º 1309 del 18 de diciembre de 2013. En el mismo acto administrativo 
se sancionaron varias firmas, y la multa se identificó individualmente para cada empresa en la 
resolución. La sumatoria de las multas impuestas es la que se refiere en el cuadro.
** Expediente 9532. Acto n.º 2691 del 16 de diciembre de 2016.
*** Expediente sda-07-1997-1008. Acto n.º 1068 del 1.º de agosto de 2016.
Fuente: Elaboración propia con fundamento en el ruia.
50 Efectividad de la multa como instrumento sancionatorio ambiental
Finalmente, y para entender el lugar del peso sancionatorio de la máxi-
ma multa aplicable dentro del procedimiento administrativo sancionatorio 
ambiental en Colombia, considero importante contrastar este procedimiento 
con el que se aplica en materia de competencia desleal; rápidamente podrá 
verificar el lector que la Ley 130 de 2009 instauró que por actos o conductas 
con que faciliten, autoricen, ejecuten o toleren prácticas contrarias a la libre 
competencia, se podrán imponer a personas jurídicas por cada violación, 
“multas a favor de la Superintendencia de Industria y Comercio hasta por 
la suma de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes o, si resulta ser 
mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada de la conducta por parte 
del infractor” (art. 15)38. Si para 2019 en Colombia el monto máximo de 
la multa en materia ambiental asciende a US$1.217.5,25, en materia de 
competencia el monto es de US$26.231.971,58, por lo que no es racional 
que la afectación al orden jurídico medioambiental, o la generación de daño, 
obtengan del Estado una respuesta sancionatoria tan limitada. 
B .  c a pac i da d  s o c i o e c onm i c a  d e l  i n f rac to r
La Resolución 2086 entiende este elemento como un criterio para la deter-
minación de la multa, y como un conjunto de condiciones que permiten 
establecer la capacidad de una persona natural o jurídica para asumir la 
sanción pecuniaria. Para adelantar el cálculo la norma ordena que se deben 
tener en cuenta las siguientes reglas:
ta b la  2
c a pac i da d  s o c i o e c onm i c a  d e l  i n f rac to r




Tamaño de la empresa
Factor de 
ponderación*
1 0.01 Microempresa 0.25
2 0.02 Pequeña 0.5
3 0.03 Mediana 0.75
38 Esta misma reflexión ya la había realizado en el escrito “Algunas dificultades para el desarrollo 
eficiente de la actividad administrativa de vertimientos en Colombia” (garcía pachón, 2016).
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Tamaño de la empresa
Factor de 
ponderación*
 0.0 Grande 1.0
* El factor ponderador se define como la expresión 
numérica utilizada para calificar las condiciones y 
































































































Fuente: artículo 10.º Resolución 2086 de 2010.
52 Efectividad de la multa como instrumento sancionatorio ambiental
Así las cosas, teniendo en cuenta la naturaleza del infractor, el titular de 
la potestad sancionatoria debe aplicar el factor ponderador en la fórmula 
como único elemento que refleja la capacidad de pago del infractor, lo cual, 
a nuestro parecer, disminuye ostensiblemente la capacidad de la sanción 
para generar efecto en ciertos usuarios, sobre todo en aquellos que tienen 
una alta capacidad de pago. Para intentar construir una postura al respecto 
veamos los siguientes datos: de acuerdo con la metodología construida por 
el Ministerio de Ambiente para la imposición de la multa, un criterio que se 
debe tener en cuenta es la capacidad de pago del infractor, y si nos detenemos 
en el caso de la capacidad de pago de las personas jurídicas, de acuerdo con 
el cuadro referido, 1.0 es el factor de ponderación para aquellas empresas 
calificadas como grandes. Ahora bien, según el Decreto 107 de 2015, se 
considera gran empresa aquella que tiene ingresos por actividades ordinarias 
anuales mayores al rango superior de las medianas empresas, en cada uno 
de los sectores económicos descritos anteriormente, es decir, que tenga los 
siguientes rangos de ingreso de acuerdo con el sector al que pertenezca.
ta b la  3
g rand e s  em p r e s a s  e n  c o lomb i a  
d e  ac  e r do  c on  s  s  i n g r e s o s
Sector





Sector manufacturero 1.736.565 uvt $59.512.082.550 US$17.617.59,60
Sector servicios 83.03 uvt $16.553.575.180 US$.900.07,09
Sector comercio 2.160.692 uvt $7.06.91.80 US$221.920.31,87
* El valor de la Unidad de Valor Tributario para 2019 es de $3.270, o US$10,1.
Este factor en su más alta expresión, es decir en 1.0, implica que a cualquier 
empresa calificada como grande, conforme al Decreto 107 de 2015, se le 
debe aplicar el factor sin importar otras condiciones que puedan definir su 
capacidad económica; por tanto, al momento de hacer el cálculo, la multa 
será ponderada de la misma manera para una empresa con ingresos anuales 
de $67.819.935.000.000, como Ecopetrol39 (E & Y, 2019), que para una 
39 Aunque el dato de ingresos de Ecopetrol sólo lo tomamos como ejemplo para evidenciar las sumas 
que se manejan en el mundo de las grandes empresas colombianas y cotejarlas con las multas 
53María del Pilar García Pachón
empresa que apenas cumpla con el rango de gran empresa por el límite 
mínimo de sus ingresos el cual es de $59.512.082.550, es decir, el sistema 
de ponderación actual no podría estimar como relevante una diferencia de 
$67.760.22.971.50 entre los valores del patrimonio, para calcular la capa-
cidad del infractor. 
Es claro que para una empresa grande el monto máximo de la sanción 
imponible no representa mucho, si retomamos los datos de ingresos de Eco-
petrol, una sanción de 5.000 smlv, simbolizará un impacto de 0,00006119 
sobre el ingreso anual, este valor no es representativo, no será la multa la que 
impulse al cumplimiento de la norma pues no genera un impacto significativo 
sobre el patrimonio, por cuanto el modelo no permite cuantificar de manera 
individual la real capacidad económica del infractor.
Retomando el caso de la sanción en caso de competencia desleal, se 
puede observar que los criterios que se han de tener en cuenta a efectos de 
graduar la multa, por ejemplo la cuota del mercado que maneja el infractor, 
sus activos y/o sus ventas, relacionados con la infracción y su patrimonio, 
podrían permitir una cuantificación de la multa mucho más representativa 
y eficaz desde el punto de vista económico y desde la perspectiva medioam-
biental. No se debe olvidar que en Colombia aplica el principio de quien 
contamina paga, y con fundamento en él, quien viola la norma debe asumir 
todas las consecuencias negativas derivadas de su conducta, entre ellas las 
sancionatorias.
c on c l s i o n e s
Primera. El derecho administrativo sancionador ambiental es herramienta 
una necesaria para lograr los fines de protección de la naturaleza, por lo que 
el desarrollo de los procedimientos, así como las sanciones efectivamente 
impuestas deben dar al infractor y a la sociedad un reflejo de la importancia 
que tiene el cumplimiento normativo y la evitación del daño ambiental.
Segunda. Aunque en Colombia cuenta con un esquema sancionatorio, 
aún está lejos de ser una herramienta que castigue de manera efectiva a 
través de la multa las conductas que afectan a los recursos naturales y al 
medio ambiente, y que permita al Estado prevenir y controlar los factores 
que se pueden aplicar en materia ambiental, es representativo por ser Ecopetrol la empresa más 
importante del país, de acuerdo a lo afirmado por la Superintendencia de Sociedades (2019).
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de deterioro ambiental, generando paralelamente un impacto importante 
negativo sobre todos los infractores, de manera que con la sanción se cumpla 
una efectiva función de prevención del daño ambiental. 
Tercera. La multa debe ser representativa para todos los infractores, en 
especial para aquellos que produjeron daños al medio ambiente, por lo que 
el tope máximo imponible de la sanción pecuniaria debería dar una respuesta 
inmediata de afectación negativa para todos los operadores jurídicos. El ob-
jetivo no es recaudatorio sino de estímulo negativo hacia aquellos que están 
dispuestos a vulnerar el orden jurídico.
Cuarta. La Resolución 2086 de 2010 identifica algunos factores clave 
para lograr una imposición objetiva de la multa. No obstante, casi diez años 
después de su expedición es necesario verificar su desarrollo práctico en el 
ejercicio de la potestad sancionatoria, y que el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, con la intervención de las autoridades ambientales, 
verifique y analice el comportamiento del instrumento desde el cumplimien-
to de su objetivo y estudie qué tan representativo es el castigo pecuniario 
teniendo en cuenta la capacidad económica real del infractor.
Quinta. Las autoridades ambientales deben aplicar los diversos tipos 
de sanciones existentes ya que la multa no puede ser la única respuesta de 
la Administración ante la infracción; el objeto de la sanción es la afectación 
negativa, la cual podría lograrse a través de otros medios, pues la predilec-
ción administrativa por la multa podría dejar entrever un afán recaudatorio 
el cual debe ser ajeno a la sanción.
Sexta. El valor máximo de la multa da una señal clara a los administra-
dos de la respuesta del Estado ante la vulneración del orden jurídico. Ante 
la crisis ambiental actual las autoridades ambientales deben responder de 
manera contundente y objetiva, procurando impulsar a los administrados 
hacia un mayor acatamiento de las normas.
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